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Exp. 0079/2020-3

TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA 
EXPEDIENTE: 079/2021-3

ACTOR: 
**********
DEMANDADO: 
TESORERÍA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO
CASTILLO
San Luis Potosí, S.L.P., a veintitrés de abril de dos mil veintiuno. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 079/2021-3, promovido por ********** contra actos de la Tesorería del Municipio de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante acuerdo de dieciséis de marzo de dos mil veintiuno, una vez reanudadas las actividades jurisdiccionales suspendidas por la pandemia del coronavirus del Covid-19, se tuvo por recibido el escrito firmado por ********** quien promueve juicio contencioso administrativo en contra de la Tesorería del Municipio de San Luis Potosí, por conducto de su titular…, por la nulidad de los siguientes actos: “La falta de entrega de los comprobantes de pago oficiales, correspondientes al Impuesto sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, generado con motivo de los actos jurídicos que se celebraron ante la fe pública del suscrito”; y “El Oficio ********** fechado el 1º de septiembre de 2020, y el cual fue entregado al suscrito notario el 21 de diciembre de 2020, fecha en la que le imprimí mi sello de acuse de recibido correlativo, el cual exhibo como ANEXO 5.”; lo anterior de acuerdo a lo descrito en el tercer párrafo del punto 9 de los antecedentes de la demanda, manifestando que tuvo conocimiento de tal acto el veintiuno de diciembre de dos mil veintiuno; se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que dentro del término legal manifestara lo que a su interés conviniera. Con proveído de doce de abril de dos mil veintiuno, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, se ordenó correr traslado a la parte actora con el escrito de contestación, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual se verificó el veintidós de abril de dos mil veintiuno, sin asistencia de las partes, se hizo relación de constancias, en período de pruebas se tuvieron por desahogadas las documentales aportadas por las partes dada su propia naturaleza; en período de alegatos, se certificó que no se formularon por ninguna de las partes; y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, le corresponde conocer y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le resulta competencia por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; y demostró su interés jurídico de conformidad con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que acompañó el oficio ********** de fecha 1º de septiembre de 2020, signado por el Tesorero Municipal de San Luis Potosí, visible en fojas 20 a 21 de los autos. 

En cuanto a la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en razón de que exhibió copia certificada del nombramiento expedido a su favor por el Presidente Municipal Constitucional de San Luis Potosí, visible en foja 48 de este expediente.

Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos, en el desempeño de sus funciones.
TERCERO.- La litis de la presente controversia consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos:
1.- La falta de entrega de los comprobantes de pago oficiales, correspondientes al Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, generado con motivo de los actos jurídicos que se celebraron ante la fe pública del suscrito.
2.- El oficio ********** de fecha 1º de septiembre de 2020, signado por el… Tesorero del Municipio de San Luis Potosí, en el que da respuesta a la solicitud del actor respecto de la entrega del recibo oficial de los comprobantes de pago correspondientes al Impuesto sobre la Adquisición de Inmuebles, que la Notaría a su cargo ingresó a la Tesorería Municipal, generado con motivo de los actos jurídicos que se celebraron ante la misma. 
Ello es así pues atento a la causa de pedir, se advierte que la parte actora de acuerdo a lo descrito en el tercer párrafo del punto 9 de los antecedentes de la demanda, se duele de que en el oficio ********** la autoridad demandada dio respuesta a su escrito en el que solicitó que se le extendiera el recibo oficial correspondiente a cada una de las entregas de dinero que la Notaría a su cargo ingresó por concepto de pago de adquisición de inmuebles por las operaciones de compraventa plasmadas en las escrituras públicas ante él celebradas; cuya nulidad reclama como “la falta de entrega de los comprobantes de pago oficiales, correspondientes al Impuesto sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, generado con motivo de los actos jurídicos que se celebraron ante la fe pública del suscrito”; y toda vez que la falta de entrega de los comprobantes de pago de referencia, se actualizó a partir de la emisión del oficio de referencia, es claro que este documento también constituye el acto impugnado en este juicio de nulidad. 
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la Tesis Aislada pronunciada por del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 185, Tomo VIII, Noviembre de 1991, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Registro 221332, que dice:

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. …”
En esa tesitura, se advierte que la autoridad demandada hizo valer las causales de improcedencia previstas en el artículo 228 fracciones II y X del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, manifestando medularmente, que las pretensiones y actos controvertidos no corresponden a un acto o resolución administrativa cuya naturaleza sea definitiva, y que no se ajusta a los supuestos establecidos en el artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y que no representa un acto de autoridad que pueda acarrear un perjuicio al actor, en razón de que el actor no señaló como acto impugnado en este juicio de nulidad, el oficio emitido por esa autoridad, sino la falta de entrega de los comprobantes de pago oficiales, y que por ello esta Sala Unitaria carece de competencia para pronunciarse respecto de lo planteado en el escrito de demanda.
Sin que le asista la razón a la demandada, pues como se señaló en el considerando Tercero de esta sentencia, atentos a la causa de pedir, se tiene que el acto impugnado en este juicio de nulidad lo constituye el oficio ********** de fecha 1º de septiembre de 2020, signado por el Tesorero del Municipio de San Luis Potosí, junto con la falta de entrega de los comprobantes de pago oficiales; de ahí que los argumentos de la demandada, en relación a que el acto impugnado no causa afectación o agravio al actor, deben desestimarse, porque constituyen la materia del fondo del asunto, por lo que serán estudiados al resolver sobre la legalidad o ilegalidad del acto impugnado en el presente juicio.
Sirve de apoyo por analogía, la tesis de Jurisprudencia P./J. 135/2001, pronunciada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, publicada en la página 5, Tomo XV, Enero de 2002, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con registro 187973, que establece:

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. …”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.
Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban estudiar de oficio, ni incidentes planteados, por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación visibles en fojas 2 a 6 de este sumario, que se advierte están contenidos en los apartados de Hechos Antecedentes de la Demanda y Conceptos de Impugnación; argumentos derivados de la integralidad del escrito de demanda, que se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra para que surtan los efectos legales que correspondan.

Al respecto, es aplicable por analogía la Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, pronunciada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro: 164618, que dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”
SEXTO.- Esta Sala Unitaria, procede al estudio y análisis de los conceptos de impugnación que hace valer la demandante, que como se dijo ateniendo a la causa de pedir, se advierte están contenidos en los apartados de Hechos Antecedentes de la Demanda y Conceptos de Impugnación, los que se estudiarán en forma conjunta por estar vinculados entre sí, y que se analizan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento. 
En efecto, las  manifestaciones que constituyen la causa de pedir, deben estudiarse en relación con las violaciones que aluden, toda vez que esta Sala Unitaria está obligada a resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, la cual constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la demanda, con la finalidad de resolver lo realmente requerido por la parte actora.
Siendo que la causa de pedir, se traduce en la obligación del accionante a presentar argumentos mínimos de impugnación, para evidenciar, cuando menos, el acto o resolución que afecta a su persona, derechos o patrimonio, sin necesidad de establecer argumentos formulados a manera de silogismo jurídico, o sea, el planteamiento de un hecho y el razonamiento de su ilegalidad.
Resulta aplicable, la Tesis de jurisprudencia del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito; Época: Novena Época, Registro: 166683, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/46, Página: 1342, que establece:
“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes. …”
En esa tesitura, se procede al estudio de los Conceptos de impugnación, y argumentos contenidos en los Hechos Antecedentes de la Demanda, en la parte que contienen la causa de pedir, y que medularmente dicen: 
“VII.- HECHOS ANTECEDENTES DE LA DEMANDA.-”
“... 7.- ...debido a la protocolización de las diversas escrituras públicas, pasadas ente mi fe pública, en las que se realizan actos traslativos de dominio sobre inmuebles... el suscrito como Notario Público, estoy sujeto a lo dispuesto por el artículo 32 de la referida Ley de Hacienda para los Municipios del Estado...”
“8.- ...cada vez que levanto una escritura pública donde se realiza un acto jurídico traslativo de dominio sobre inmuebles, DETERMINO el Impuesto Sobre Adquisición de Inmuebles y otros Derechos Reales, es decir, calculo el monto o importe de tal tributo; igualmente RECAUDO ese impuesto y LO ENTERO a la Tesorería Municipal, por lo que materialmente efectúo a ésta el pago correspondiente a ese impuesto, haciéndole entrega de los importes en dinero de cada operación jurídica...”

“9.- Con fecha 18 de marzo de 2020...peticioné por escrito al… Tesorero del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, que me extendiera el recibo oficial correspondiente a cada una de las entregas en dinero que la Notaría a mi cargo, ingresó mediante cheques nominativos a favor de la Tesorería Municipal, para cubrir el pago de los impuestos de adquisición de inmuebles por las correlativas operaciones jurídicas plasmadas en las escrituras públicas pasadas ante el suscrito Notario... acompañándole a tal petición, una tabla o relación correspondiente a cada uno de los pagos correlativos de los actos jurídicos efectuados y cubiertos a la Tesorería Municipal mediante cheques nominativos y para abono a cuenta... a pesar de que hice los pagos de los tributos en cuestión, al día de hoy no se me han entregado los recibos oficiales correspondientes comprobatorios de tales pagos y pese a que los cheques fueron cobrados por la Tesorería Municipal...”  
“...Como respuesta a mi petición... el... Tesorero del Municipio de San Luis Potosí, me contestó mediante el oficio ********** en tal oficio el Tesorero me tuvo por “...solicitando la expedición de los recibos de entero de cada uno de los pagos realizados por medio de cheques nominativos, que tiene relación con los instrumentos jurídicos protocolizados en la Notaría Veintisiete a su cargo...”... concluyó manifestando lo siguiente:
“En ese sentido, atento a las disposiciones invocadas, esta autoridad procede a entregarle anexos al presente, cada uno de los comprobantes...”

“...los actos jurídicos y las partes consignadas en tales anexos, me son extrañas pues no corresponden a operaciones que verdaderamente hayan pasado ante mi fe pública... al día de hoy la autoridad aquí demandada, CONTINÚA SIN EXTENDERME NI ENTREGARME, LOS RECIBOS OFICIALES atinentes a los actos en los que sí intervine como notario público...”   
“VIII.- CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN.-”
“...mediante los cheques nominativos a favor de la Tesorería Municipal, cubrí el importe monetario de cada impuesto causado, por lo que la autoridad municipal, no me ha extendido los comprobantes de pago o recibos correspondientes... pues me entregó documentos de otras operaciones que ni pasaron ante mi fe pública, ni corresponde a las personas adquirientes causantes del impuesto.”   
“...la Tesorería Municipal en ningún momento refiere que el suscrito no le haya entregado los recursos económicos en cuestión, sino que su indicación es en el sentido de que tales recursos, guardan relación con las operaciones jurídicas que se describen en los legajos que me entregó... los actos mencionados en los anexos que me entregó... son totalmente distintos a aquellos en los que intervine como fedatario, por lo que me debe extender los recibos que sí corresponden...”
Conceptos de impugnación que resultan fundados y suficientes para decretar la ilegalidad de los actos impugnados, de acuerdo con lo siguiente:
Conforme a lo manifestado por la demandada en su escrito de contestación de demanda, al referirse al hecho número 9 del apartado de antecedentes, admite que la parte actora ingresó a la Tesorería Municipal los cheques que refiere; señalando además que es cierto que se recibió del actor la solicitud en la Tesorería Municipal el 18 de marzo de 2020; que tal petición se atendió a través del oficio ********** de fecha primero de septiembre de dos mil veinte, con el cual se entregó copia certificada de diversos recibos digitales de esa Tesorería, y que con esos documentos se da constancia de los diversos pagos con relación a diversos títulos de crédito denominados cheques; que cada cheque puede cubrir uno o varios trámites administrativos; pero que tal decisión corresponde a la persona que acude a enterar la recaudación, que por ello aunque se hayan expedido los cheques a favor de la Tesorería Municipal, las cantidades que amparan no están dirigidas en forma expresa y exclusiva a un trámite administrativo en particular, pues la cantidad que ampara el título de crédito se recibe y se entera según se señale o distribuya por la persona obligada  a enterar el monto económico, y que esa autoridad municipal se limita a recibir el pago concerniente a cada concepto señalado. 

Y al referirse a los conceptos de impugnación, manifiesta que la sola expedición del cheque nominativo, no demuestra que se haya realizado el pago concerniente a un trámite específico; que cuando acuden a esa Tesorería a enterar un pago se indica el concepto y el monto inherente al trámite administrativo que se pretende pagar con el título de crédito; que en el caso de los pagos realizados por el actor, no es posible expedir un recibo de pago de una contribución que no se ha cubierto, en razón de que el importe de los cheques no se destinó para cubrir el pago del impuesto o derechos pretendidos, ya que dentro del registro con que cuenta esa Tesorería, los cheques nominativos señalados por el actor, si bien se ejecutó su cobro, ello fue por los conceptos, montos y trámites indicados al momento de realizar el pago espontáneo de cada importe contenido en el cheque; y que por ello esa dependencia no ha producido un menoscabo en la esfera jurídica del actor, pues solo funge como receptor de pago de las contribuciones determinadas e indicadas por el sujeto obligado a enterarlas.
En esta tesitura, como se adelantó, son fundados los conceptos de impugnación, pues en el caso que nos ocupa, el oficio ********** de fecha 1º de septiembre de 2020, impugnado en este juicio de nulidad, fue emitido en respuesta a una solicitud del aquí actor; en la que éste, solicitó la entrega de los comprobantes de pago o recibos oficiales correspondientes a cada una de las entregas de dinero que la Notaría a su cargo, ingresó mediante cheques nominativos al patrimonio de la Tesorería Municipal, por concepto de pago de los impuestos de adquisición de inmuebles por las operaciones jurídicas plasmadas en las escrituras públicas pasadas ante él.
Ahora bien, del análisis del acto impugnado, visible en fojas 20 y 21 del sumario, se advierte que la autoridad demandada, respecto del trámite solicitado señaló medularmente lo siguiente:

“... Ahora bien del contenido de los preceptos señalados se especifica que las actividades que realicen los habitantes de los municipios que den lugar al pago de alguna contribución, deberán ser determinadas por estos, declarándolas a través de los formatos o mecanismos que dispongan las leyes aplicables, es decir, cuando el contribuyente las entera voluntariamente, sin que la autoridad ejerza las atribuciones que el Código Fiscal del Estado le confiere para la comprobación, determinación y cobro de las contribuciones; en estas circunstancias, el ente público únicamente funge como receptor del pago.

En ese sentido, atento a las disposiciones invocadas, esta autoridad procede a entregarle anexos al presente, cada uno de los comprobantes de pago de Impuesto Sobre Adquisición de Bienes Inmuebles, que guardan relación con el listado que menciona.”

De lo transcrito, no se puede determinar con claridad que la autoridad demandada haya expedido los recibos o comprobantes fiscales que fueron solicitados por la parte actora, pues en su caso, dentro del texto del oficio, debió precisar en forma detallada, las características de cada uno de los comprobantes, correspondientes a los once cheques que fueron ingresados por el hoy actor a la Tesorería, a efecto de no dejarlo en estado de indefensión, pues no es válido que solo se señale que los comprobantes se anexan al oficio en que se da respuesta, máxime que la parte actora refiere que los anexos que le fueron entregados por el Tesorero Municipal, no corresponden a las operaciones que fueron realizadas ante su fe pública, pues tampoco corresponden a actos o escrituras que él haya levantado, sin que la autoridad demandada haya acreditado lo contario en este juicio de nulidad. De ahí que con la emisión de este oficio se vulneran en perjuicio del actor, sus garantías de legalidad y seguridad jurídica, ante su indebida motivación.
Lo que concatenado, con la manifestación de la autoridad demandada, en la parte que refiere: “...no es posible expedir un recibo de pago de una contribución que no se ha cubierto, ...si el importe de un cheque no se destinó para cubrir el pago del impuesto o derechos pretendidos, ...dentro del registro con el que cuenta esta dependencia, los cheques nominativos señalados por el actor, si bien se ejecutó su cobro, no menos cierto es que el cobro se ejecutó por los conceptos, montos y trámites indicados al momento de realizar el pago espontáneo de cada importe contenido en el cheque nominativo.”; de lo que se desprende la confesión expresa de la autoridad demandada de que recibió los cheques, y que no ha entregado al actor los comprobantes fiscales que solicitó en su escrito de fecha 18 de marzo de 2020. 
Sin que pase inadvertido a esta Sala Unitaria, que en el escrito de contestación de demanda, la autoridad, señala los motivos por los cuales dice se encuentra imposibilitada para expedir los comprobantes de pago oficiales correspondientes a los once cheques que fueron recibidos en la Tesorería, los que si bien es cierto, aduce son imputables a la parte actora, en razón de que los cheques que presentó no cumplían con los requisitos legales para acreditar que efectivamente fueron destinados para los trámites de traslado de dominio que refiere en el escrito de demanda, y que por ello la Tesorería no estaba obligada a destinarlos a las citadas operaciones; también lo es que, los cheques fueron recibidos en la Tesorería Municipal, sin que al ingresarlos se le hiciera a la Notaría alguna observación respecto del trámite a pagar, lo que se traduce en una omisión por parte de la autoridad administrativa demandada, quien debió advertir que los cheques no cumplían con los requisitos para ingresarlos al pago respectivo, señalando a la persona que los entregó, cuáles eran los requisitos de los que carecían los cheques y trámites inherentes a los mismos; ello considerando que las autoridades administrativas en  ningún caso podrán rechazar trámites solicitados por los particulares, estando obligadas, en el supuesto de que si el trámite no reúne los requisitos necesarios, lo pondrá en conocimiento de la parte interesada, para su cumplimiento; ello de conformidad con lo dispuesto en los artículos 179 fracción VII y 183 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria a la materia, de acuerdo con el numeral 2º del Código Fiscal del Estado.
De lo que se concluye, que en el caso que nos ocupa, existió una irregularidad por ambas partes, tratándose de la actora, por haber entregado cheques que no cumplían con los requisitos legales para ser recibidos por la Tesorería con el fin de enterarlos bajo el concepto que solicitó; y en el caso de la autoridad demandada, por haberlos recibido sin revisar que cumplían con todos los requisitos inherentes a los trámites respectivos, y en su caso, hacer las observaciones conducentes a la Notaría, lo que generó que no se percatara del error en la entrega; no obstante tales irregularidades de ambas partes, correspondía a la Tesorería Municipal como se dijo, hacer las observaciones procedentes y requerir las aclaraciones sobre cada uno de los once cheques, acorde a lo dispuesto en los artículos 179 fracción VII y 183 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria a la materia, conforme al numeral 2º del Código Fiscal del Estado.

En ese tenor, le asiste razón a la promovente para decretar la nulidad del oficio impugnado en este juicio de nulidad, sin que proceda el reclamo de la parte actora, en el sentido de que se le entreguen los recibos de las operaciones por los conceptos que solicitó, por las razones que han sido señaladas; sin embargo, al haber recibido la demandada los pagos e ingresarlos a su presupuesto, sin haberlos destinado para las operaciones correspondientes; lo procedente es que la Tesorería Municipal demandada haga la devolución del pago de las cantidades que amparan los cheques que fueron entregados en forma errónea, a efecto de que la parte actora proceda a realizar el entero de sus operaciones o trámites cumpliendo con los requisitos de ley.

En tal virtud a juicio del Magistrado Titular de esta Tercera Sala Unitaria, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el Oficio ********** de fecha primero de septiembre de dos mil veinte, emitido por el Tesorero del Municipio de San Luis Potosí; y por consecuencia se decreta su NULIDAD TOTAL y se le deja sin efecto legal alguno.

En el entendido de que, subsiste la obligación legal para la autoridad demandada de emitir una nueva resolución en relación a la solicitud que fue presentada en fecha 18 de marzo de 2020; pues de otra manera se dejaría sin resolver la referida solicitud, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica, previsto en el primer párrafo del artículo 16 Constitucional.
En ese sentido, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 255 penúltimo párrafo, del propio ordenamiento legal, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos; en su oportunidad procesal, una vez que cause estado esta sentencia definitiva, la autoridad demandada deberá efectuar lo siguiente:
1.- Emitir una nueva resolución en la que, sin perjuicio de las observaciones pertinentes, determine devolver o restituir al Notario Público actor todas y cada una de las cantidades de dinero que se mencionan en el escrito inicial de demanda y sus anexos, y que recibió en virtud del pago de los tributos causados por los actos jurídicos ahí señalados.

2.- Recibir al Notario Público actor, los trámites de pago de los mismos tributos inherentes a los cheque referidos, sin cobro de multas, actualizaciones, recargo o accesorio alguno.
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, en su oportunidad procesal, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar a esta Sala Unitaria sobre su cumplimiento.

Por única ocasión notifíquese personalmente a la actora y por oficio a la demandada, en la forma tradicional; sin perjuicio de que en actuaciones subsecuentes, todas las notificaciones se realicen de manera electrónica, conforme al Acuerdo General 147/IX/2020 del Pleno de este Tribunal, que establece los Lineamientos para la Notificación Electrónica publicado el 15 de septiembre de 2020 en el Periódico Oficial del Estado, y Acuerdo General del Pleno de este Tribunal publicado el 4 de marzo de 2021, en dicho órgano oficial de difusión, por el cual se generaliza aplicar la notificación electrónica a todos los asuntos jurisdiccionales del Tribunal. 
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones II, III y IV, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, la NULIDAD TOTAL de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 

	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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